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Lima, trece de noviembre de dos mil nueve.- 

 

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y 

Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 

Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

 

ACUERDO PLENARIO 

 
I. ANTECEDENTES 

 

1°. Las Salas Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial, mediante Resolución 

Administrativa número 221-2009-P-PJ, del 5 de agosto de 2009, con el apoyo del 

Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el V Pleno Jurisdiccional de los 

Jueces Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del Texto 

Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial –en adelante, LOPJ-, y dictar 

Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal. 

 

2°. Para estos efectos se realizaron varios encuentros previos con los Secretarios, 

Relatores y Secretarios de Confianza de las Salas de lo Penal de la Corte Suprema de 

Justicia y tres reuniones preparatorias sucesivas con los señores Jueces Supremos de lo 

Penal a fin de delimitar el ámbito de las materias que debían abordarse, luego de una 

previa revisión de los asuntos jurisdiccionales a su cargo y de una atenta valoración de 

las preocupaciones de la judicatura nacional. Con el concurso de la Secretaría Técnica, 

luego de los debates correspondientes, se estableció el día de la fecha para la realización 

del V Pleno Jurisdiccional Penal, aprobado  por Resolución Administrativa número 

286-2009-P-PJ, del 12 de octubre de 2009, y se definieron los temas, de derecho penal y 

procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuerdos Plenarios. De igual manera se 

designó a los señores Jueces Supremos encargados de preparar las bases de la discusión 

de cada punto sometido a deliberación y de elaborar el proyecto de decisión. Además, 

se estableció que el Juez Supremo designado sería el ponente del tema respectivo en la 

sesión plenaria y encargado de redactar el Acuerdo Plenario correspondiente. 

 

3°. En el presente caso, el Pleno decidió tomar como referencia las distintas 

resoluciones de los Tribunales Superiores y Ejecutorias Supremas que analizan y 

deciden sobre las características y aplicación del delito de desaparición forzada –entre 
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ellas, es de destacar las recaídas en los Recursos de Nulidad número 2779-2006/Lima, 

del 18 de diciembre de 2007; 1598-2007/Lima, del 24 de septiembre de 2007; 1809-

2007/Lima, del 11 de septiembre de 2008; y 3198-2008/Lima, del 27 de abril de 2009. 

En especial, el contenido del injusto penal, su aplicación temporal a los sujetos 

involucrados en crímenes de desaparición forzada.  

 

4°. En cumplimiento de lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se 

determinó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el artículo 

116° de la LOPJ, que, en esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial 

dictar Acuerdos Plenarios con la finalidad de concordar jurisprudencia de su 

especialidad. En atención a la complejidad y singulares características del tema 

abordado, que rebasa los aspectos tratados en las diversas Ejecutorias Supremas que se 

invocaron como base de la discusión, se decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e 

incorporar con la amplitud necesaria los fundamentos jurídicos correspondientes para 

configurar una doctrina legal que responda a las preocupaciones anteriormente 

expuestas. Asimismo, se resolvió decretar su carácter de precedente vinculante, en 

concordancia con la función de unificación jurisprudencial que le corresponde a la 

Corte Suprema de Justicia como cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder 

Judicial. 

 

5°. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del debate y 

en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente Acuerdo 

Plenario. Se ratificó como ponentes a los señores MOLINA ORDOÑEZ y BIAGGI GÓMEZ, 

quienes con el concurso en la ponencia del señor SAN MARTÍN CASTRO, expresan el 

parecer del Pleno. 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

§ 1. Aspectos generales acerca del delito de desaparición forzada de personas. 

 

6°. El delito de desaparición forzada es considerado como un crimen internacional por 

el Derecho Internacional Penal Convencional. Además, actualmente, está regulado en 

nuestro derecho interno por el artículo 320° del Código Penal; norma que prescribe: “El 

funcionario o servidor público que prive a una persona de su libertad, ordenando o 

ejecutando acciones que tengan por resultado su desaparición debidamente 

comprobada será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 15 años e 

inhabilitación conforme al artículo 36º  inciso 1 y 2”. 

Este tipo penal fue introducido inicialmente a nuestro ordenamiento penal por el Código 

Penal vigente, aprobado por Decreto Legislativo número 635, del 8 de abril de 1991. El 

legislador de ese entonces lo ubicó en el artículo 323º, del Capítulo II “Terrorismo” del 

Título XIV “Delitos contra la Tranquilidad Pública” del Libro Segundo “Parte 

Especial”, con un texto similar al presente, aunque sin la frase final “[por resultado su 

desaparición]…debidamente comprobada”. Posteriormente, esta disposición se derogó 

como consecuencia de la reestructuración de los delitos de terrorismo por el Decreto 

Ley número 25475, del l6 de mayo de 1992 –artículo 22º- . Pero, mediante el Decreto 

Ley número  25592, del 2 de julio de 1992, se reinstauró como tipo legal autónomo con 

el texto que ahora se conoce. Recién, a través de la Ley número 26926, del 21 de 
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febrero de 1998, siempre con el mismo tenor, se incorporó al Código Penal –artículo 

320º-, en el creado Título XIV-A “Delito contra la Humanidad”.  

 

7°. Ahora bien, tratándose de un delito complejo –en cuya comisión participará 

normalmente más de un autor con un propósito delictivo común-, especialmente grave, 

que puede ser cometido de muy diversas maneras, que se produce en el ejercicio 

abusivo del poder del Estado, y que compromete el respeto de los derechos 

fundamentales de la persona, afecta la idea misma de dignidad de la persona y 

contenido nuclear de los derechos humanos más trascendentes –de ahí que se estima que 

el bien jurídico vulnerado tiene una naturaleza institucional-, es necesario precisar sus 

características, elementos y efectos. Así las cosas, como es obvio y por imperio de los 

artículos 2º.24.d) y 139º. 9 y 11 de la Constitución, así como del artículo II del Título 

Preliminar del Código Penal, se ha de partir del principio o garantía de legalidad penal, 

expresado en el apotegma “nullun crimen, nulla poena, nulla mensura sine lege”, así 

como de la necesaria correspondencia entre el Derecho interno y el Derecho 

Internacional Penal. 

El delito de desaparición forzada de personas, como se ha expuesto, está configurado 

por Tratados internacionales, que han sido aprobados y ratificados por el Estado 

peruano. Habida cuenta de la primacía en este ámbito, en la medida que se refieren a 

derechos fundamentales, del Derecho Internacional (Sentencia del Tribunal 

Constitucional del 25 de abril de 2006), es de rigor interpretar sus normas con arreglo a 

la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos 

internacionales (Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución). Esta 

perspectiva, a su vez, permitirá mantener la unidad del sistema jurídico. 

Es cierto que las normas internacionales en materia penal, siempre que tengan un 

carácter incriminatorio, tienen un carácter de no autoaplicativas –non self executing-, 

pues requieren de una norma interna de desarrollo; pero ello, en modo alguno, significa 

disociar los tipos legales nacionales de las exigencias internacionales, por lo que 

corresponde a la jurisdicción penal ordinaria armonizar en lo posible el tipo de lo 

injusto del delito de desaparición forzada de personas con las exigencias de la normativa 

supranacional. 

 

8°. Lo expuesto en el párrafo anterior tiene relevancia en la medida en que el citado 

artículo 320º del Código Penal no se ha adecuado estrictamente a la prescripción 

normativa de la desaparición forzada tal como esta expresada en las normas 

internacionales del cual forma parte. En efecto: 

A. Los tratados sobre la materia fueron precedidos de una serie de disposiciones 

dictadas por Naciones Unidas y la Organización de Estados Americanos. Así, en 

sede universal, el delito en cuestión fue tenido en cuenta para la creación del 

Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de la 

Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, mediante resolución 

20 (xxxvi) del 29 de febrero de 1980, y antes por la Asamblea General 

[resoluciones número 3450 (xxx) del 9 de diciembre de 1975; 3218, del 16 de 

diciembre de 1977, y número 33/173 del 20 de diciembre de 1978]; así como 

por el Consejo Económico y Social (resolución 1979/38 del 10 de mayo de 

1979), y por la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a 

las Minorías [resolución 5B (xxxii) del 5 de septiembre de 1979]. En sede 
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regional americana, la Asamblea General de la OEA y la CoIDH se han 

pronunciado; la primera en las resoluciones de Asamblea General número 443 

(ix/0/79), del 31 de octubre de 1979; número 510 (x/0/80), del 27 de noviembre 

de 1982; 666 (xii/0/83), del 18 de noviembre de 1983; 742 (xiv/0/84), del 17 de 

noviembre de 1984; y 890 (xvii/0/87), del 4 de noviembre de 1987; y, la 

segunda, en diversos informes anuales, como los de 1978, 1980-1981, 1982-

1983, 1985-1986, 1986-1987, y en informes especiales como los de Argentina 

Chile y Guatemala. 

B. A ellas se agrega, como primer instrumento internacional de carácter no 

convencional, la Declaración sobre la protección de todas las personas contra 
las desapariciones forzadas, aprobada por Resolución de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas número 47/173, del 18 de diciembre de 1992, cuyo 

preámbulo –tercer punto- describe este ilícito, cuando “…se arreste, detenga o 

traslade contra su voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de su 

libertad de alguna otra forma por agentes gubernamentales de cualquier sector 

o nivel, por grupos organizados o por particulares que actúan en nombre del 

gobierno o cu su apoyo directo o indirecto, su autorización o su asentimiento, y 

que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas personas o a 

reconocer que están privadas de la libertad, sustrayéndolas así a la protección 

de la ley”. 

C. El primer tratado, de ámbito regional, es la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas, adoptada en Belém do Pará - Brasil el 9 de 

junio de 1994, en el vigésimo cuarto periodo ordinario de sesiones de la 

Asamblea General de la Organización de Estados Americanos. En su artículo II 

indica que se considera desaparición forzada “…la privación de la libertad a 

una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del 

Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el 

apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la 

negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el 

paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos 

legales y de las garantías procesales pertinentes”.  

D. El segundo instrumento, esta vez de ámbito mundial, es el Estatuto de la Corte 
Penal Internacional, del 17 de julio de 1998, que entró en vigor 1 de julio de 

2002; a su vez completada por “los Elementos de los crímenes” –artículo 7º 1)i) 

“crimen de lesa humanidad de desaparición forzada”-, adoptados el 9 de febrero 

de 2002. El artículo 7º.2 i) del ECPI describe este delito como ”…la 

aprehensión, la detención  o el secuestro de personas por un Estado o una 

organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de 

la negativa a informar sobre la privación de libertad o dar información   sobre 

la suerte o el paradero de esas personas, con a intención de dejarlas fuera del 

amparo de la ley  por un período prolongado”.  

E. El tercer instrumento, de ámbito mundial, aún no vigente, es la “Convención 
Internacional para la protección de todas las personas de desapariciones 
forzadas”, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante 

resolución número A/RES/61-177, del 20 de diciembre de 2006. El artículo II  

dispone: “A los efectos de la presente Convención, se entenderá por 
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‘desaparición forzada’ el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra 

forma de privación de libertad que sea obra de agentes del Estado o por 

personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la 

aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de 

libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona 

desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley”. 

 

9º. La principal distancia entre el tipo legal nacional y las normas internacionales se da 

en el ámbito del sujeto activo y, tal vez, en relación a la descripción del elemento 

fundamental del tipo legal de desaparición forzada. 

A. La CIDH ha declarado con absoluta claridad en la SCIDH Gómez Palomino, del 

22 de noviembre de 2005, que la Convención Interamericana sobre Desaparición 

Forzada y demás instrumentos internacionales consideran como sujeto activo del 

delito tanto a un agente estatal como un agente no estatal “personas o grupos de 

personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado” 

(párrafos 100-102). La incompleta descripción típica del artículo 320º del 

Código Penal, en este ámbito, ha sido reiterada en la SCIDH Anzualdo Castro, 

del 22 de septiembre de 2009 (párrafos 164-167). 

B. El elemento esencial del delito de desaparición forzada es la no información 

sobre la suerte o el paradero de la persona a quien se ha privado, legal o 

ilegalmente, de su libertad. El artículo 320º del Código Penal se limita a señalar 

la “desaparición debidamente comprobada” de toda persona a quien se privó de 

su libertad. Siendo así, será del caso entender las acciones de desaparición 

debidamente comprobada ejecutadas por agentes estatales como la no 

información de aquéllos sobre la suerte o el paradero de la persona a quien se ha 

privado de su libertad. 

 

§ 2. Características del delito. 

 

10°. El tipo legal de desaparición forzada, en cuanto a su conducta típica, es un delito 

complejo que puede ser cometido de diversas maneras. Son dos las conductas sucesivas 

que han de tener lugar para la tipificación de este ilícito: a) la privación de libertad de 

una persona, a quien se la oculta, y cuyo origen puede ser ab initio legal o ilegal 

(SSCIDH Trujillo Oroza, del 26 de enero de 2000, y Heliodoro Portugal, del 12 de 

agosto de 2008); y b) la no información sobre la suerte o el paradero de la persona a 

quien se le ha privado de su libertad. La desaparición „debidamente comprobada‟: no 

dar información de una persona, a quien no se le encuentra en los lugares donde normal 

o razonablemente debía estar –desconocimiento de su localización-, precisamente, se 

consolida cuando se cumple este elemento, esto es, no brindar la información 

legalmente impuesta sobre el paradero o situación jurídica del afectado, que ha de tener, 

como presupuesto o como acción preparatoria incorporada al tipo legal, la privación de 

libertad del individuo sobre el que recae la acción típica –acto inicial-.  

La no información es, por consiguiente, el elemento esencial del tipo legal, cuyo fin y 

efecto automático es sustraer a la persona privada de libertad de la protección de la ley, 

esto es, impedir o dificultar la protección jurídica del afectado, a quien se le sustrae. 

Este elemento no requiere que el autor de la privación de la libertad sea al mismo 

tiempo de la negativa a brindar información [KAI AMBOS/MARÍA LAURA BÖHM: La 
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desaparición forzada de personas como tipo penal autónomo. En: Desaparición Forzada 

de Personas – Análisis comparado e internacional, (Coordinador: KAI AMBOS), Profis, 

Editorial Temis, Bogotá, 2009, páginas 232/233], aunque por lo general, según la 

experiencia en este tipo de delitos, la privación de libertad y la desaparición 

propiamente dicha forman parte de un mismo operativo, plan o estrategia. 

 

11º. El deber de informar es fundamental para la tipificación de la conducta delictiva: es 

un delito de incumplimiento del deber. El funcionario o servidor público infringe este 

deber, que fluye de la normativa penal, si no cumple con proporcionar la información 

necesaria –que está en el ámbito de su conocimiento o potestad de acceso a las fuentes 

de conocimiento sobre el suceso- para hacer cesar la sustracción del individuo afectado 

del sistema legal de protección, sin que sea necesario un requerimiento expreso. El 

deber de información se impone en virtud del principio de injerencia, sea que la 

privación de libertad sea legal o ilegal. Mientras perdura el estado de desaparición de la 

persona, a todos los agentes que estén en la potestad y en las condiciones de conocer lo 

acontecido le es exigible este deber. No es necesario que los autores o partícipes 

intervengan desde el comienzo de la ejecución para que respondan penalmente [IVÁN 

MEINI MENDEZ: Perú: El delito de desaparición forzada. En: Desaparición Forzada de 

Personas – Análisis comparado e internacional, (Coordinador: KAI AMBOS), obra citada, 

página 122]. 

En atención a las características de este delito, el sujeto activo mantiene su obligación 

de cumplir con informar sobre el destino o situación jurídica de la persona privada de 

libertad así haya dejado de ser funcionario, por cuanto en su oportunidad y en 

determinadas circunstancias generó o conoció de la privación de libertad, situación que 

–según se ha destacado- lo convierte en garante y esta seguirá hasta que se deje 

considerar desaparecido a una persona (aparezca vivo o muerto).  

Cabe mencionar como base fundamental del deber de información que compete a los 

agentes estatales lo dispuesto en el artículo XI de la Convención Interamericana sobre 

Desaparición Forzada de Personas, que establece: “Toda persona privada de libertad 

debe ser mantenida en lugares de detención oficialmente reconocidos y presentada sin 

demora, conforme a la legislación interna respectiva, a la autoridad competente.- Los 

Estados Parte establecerán y mantendrán registros oficiales actualizados sobre sus 

detenidos y, conforme a su legislación interna, los pondrán a disposición de los 

familiares, jueces, abogados, cualquier persona con interés legítimo y otras 

autoridades”. 

 

12°. El tipo legal nacional de desaparición forzada de personas, al igual que la 

Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas [similar es el caso 

del delito de torturas en relación con la Convención contra la Tortura y otros Tratos o 

Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes], no exige el elemento contextual “ataque 

generalizado o sistemático contra una población civil” el que se deben integrar los 

hechos individuales de desaparición forzada. Esta última exigencia se presenta en el 

Estatuto de la Corte Penal Internacional, artículo 7°.1, que le atribuye la condición de 

crimen de lesa humanidad y, por ende, derechamente, adquiere el carácter de 

imprescriptible –artículo 29° del ECPI-.  

Si no se presenta el elemento contextual el hecho individual antes descrito configurará 

un delito contra los derechos humanos, cuya criminalización se impone en virtud del 
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Derecho Internacional Convencional y constituye violaciones graves de estos derechos 

que se producen en el ejercicio abuso del poder del Estado. La imprescriptibilidad del 

delito de desaparición forzada de personas, aún cuando no se presente el aludido 

elemento contextual, está afirmada por el artículo VII de la Convención Interamericana 

sobre Desaparición Forzada de Personas. El fundamento de esta disposición reside en 

que su práctica por parte de funcionarios o servidores públicos infringe deberes estatales 

vinculados al respeto de los derechos fundamentales de la persona, entre ellos 

esencialmente el derecho a la personalidad jurídica [YVAN MONTOYA VIVANCO: La 

desaparición forzada de personas como delito permanente: consecuencias dogmático 

penales, Cuaderno de Trabajo número 11, Departamento Académico de Derecho PUCP, 

Lima, Agosto, 2009, página 28],  . 

Ambos delitos (crimen de lesa humanidad y delitos contra los derechos humanos) son 

expresiones o forman parte del Derecho Internacional Penal [YVÁN MONTOYA 

VIVANCO: El Derecho Internacional y los delitos. En: Los caminos de la justicia penal y 

los derechos humanos (FRANCISCO MACEDO: coordinador), Idehpucp, Lima, 2007, 

página 40]. 

 

13º. El delito de desaparición forzada de personas es un delito especial propio. Sólo 

puede ser perpetrado por un agente estatal competente para informar sobre el paradero o 

situación jurídica del afectado –aquí reside, como ha quedado expuesto, el principal 

defecto de la legislación nacional, censurada por la CIDH, puesto que el Derecho 

Internacional Penal también comprende a una organización política, sin que 

necesariamente pertenezca a la estructura estatal-. El agente estatal, como sujeto 

cualificado, mantiene un deber específico sobre el suceso, de carácter extrapenal 

respecto al sujeto privado de la libertad, dada la posición de proximidad fáctica con 

respecto a la vulnerabilidad del bien jurídico [MONTOYA VIVANCO, YVÁN: La 

desaparición forzada de personas como delito permanente consecuencias dogmático 

penales. En: Cuaderno de trabajo número 11, PUCP, Lima, agosto 2009]. 

La jurisprudencia de la CIDH (SSCIDH Velásquez Rodríguez, del 29 de julio de 1988; 

Godínez Cruz, del 20 de enero de 1989; Gómez Palomino, del 22 de noviembre de 

2005; Blake, del 24 de enero de 1998) y del Tribunal Constitucional (STC Villegas 

Namuche, número 2488-2002-HC/TC, del 18 de marzo de 2004) insisten en que se trata 

de un delito pluriofensivo, de una violación múltiple y continuada de varios derechos 

fundamentales y convencionales, más precisamente de lesión de la libertad personal y 

de peligro a la integridad personal, a la seguridad y a la vida [JUAN LUIS MODOLELL 

GONZÁLES: El crimen de desaparición forzada de personas según la jurisprudencia de 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En: Revista Derecho PUC, número 63, 

noviembre 2009, página 144], cuya comisión acarrea otros delitos conexos, más aún en 

un contexto de violación sistemática o generalizada de violación de los derechos 

humanos.  

Esas referencias, empero, están vinculadas a la responsabilidad internacional del Estado, 

y si es de rigor concentrarse en el Derecho Penal –internacional y nacional- 

necesariamente cabe afirmar la autonomía del delito en cuestión  [así considerado 

incluso por la SCIDH Anzualdo Castro, párrafo 59] –que no puede ser considerado 

como un supuesto agravado de delitos preexistentes- y la necesidad de un bien jurídico 

propio. Por consiguiente, el objeto de lesión o el desvalor de la acción específico –más 

allá de reconocer que en todos los delitos contra los derechos humanos cometidos por 
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agentes estatales que integran la Policía Nacional o las Fuerzas Armadas el bien jurídico 

común está referido a las garantías institucionales para el ejercicio de los derechos 

fundamentales frente al ejercicio a abusivo del poder público- se ha de residenciar en 

sentido estricto, en tanto la finalidad del delito es abstraer al individuo del ámbito de 

protección de la ley [GIOVANNA VÉLEZ FERNÁNDEZ: La Desaparición Forzadas de las 

Personas y su tipificación en el Código Penal Peruano, Pontificia Universidad Católica 

del Perú, Fondo Editorial, Lima 2004, página 111], en la protección de la personalidad 

jurídica –no sólo en la dimensión jurídico procesal de protección al ser humano sino se 

niega al ser humano en su calidad de tal, como centro integral de derechos y 

obligaciones- [YVAN MONTOYA VIVANCO: La desaparición forzada de personas como 

delito permanente: consecuencias dogmático penales, Obra citada, página 15], en el 

derecho a la administración de justicia y al esclarecimiento de los hechos, en sus tres 

niveles, a saber: individual, familiar y social [así, IVAN MEINI y KAI AMBOS, Obra 

citada, páginas 121 y 224]. Esta figura, por ende, protege un doble interés individual y 

público al exigir el cumplimiento del deber de información sobre la privación de la 

libertad. 

 

14º. El delito de desaparición forzada, por la forma de afectación del objeto de 

protección, es un delito permanente. Ahora bien, este delito se consuma cuando el 

individuo privado de su libertad desaparece, y ello ocurre cuando el agente estatal no 

brinda información sobre la privación de libertad de una persona o sobre su paradero y, 

de ese modo, “…sustrae a la víctima de sus derechos y de la capacidad de defensa e 

impide que la administración de justicia pueda ejercer sus funciones y deberes 

jurisdiccionales y de protección” [PABLO GALAIN PALERMO: Uruguay: El delito de 

desaparición forzada. En: Desaparición Forzada de Personas – Análisis comparado e 

internacional, (Coordinador: KAI AMBOS), obra citada, página 151]. 

Los delitos permanentes, como se sabe, se caracterizan porque la conducta típica se 

consuma en el tiempo. La consumación del delito -en puridad, agregamos, su 

terminación o consumación material) no concluye con la realización del tipo, sino que 

se mantiene por la voluntad del autor a lo largo del tiempo [PERCY GARCÍA CAVERO: 

Lecciones de Derecho Penal, Editorial Grijley, Lima, 2008, página 315]. 

Siendo así, en el delito de desaparición forzada de personas la fase consumativa se 

extiende, la ofensa al bien jurídico se prolonga en el tiempo, en virtud al mantenimiento 

del comportamiento peligroso del agente –dependiente en su totalidad de su ejecución 

de la voluntad del agente-; esto es, en el caso concreto, hasta que no se da la 

información correspondiente sobre el paradero del afectado, mientras el deber de 

informar no sea satisfecho. El momento en que tal permanencia cesa se presenta cuando 

se establezca el destino o paradero de la víctima –ésta “aparece”-, o cuando sean 

debidamente localizados e identificados sus restos (SCIDH Heliodoro Portugal, párrafo 

34); se supere, de este modo, la falta de información que bloquee los recursos materiales 

y legales para el ejercicio de derechos y el esclarecimiento de los hechos, y mientras de 

este modo perdure el dolor e incertidumbre en los allegados de la persona desaparecida 

y en la sociedad en general [KAI AMBOS/MARÍA LAURA BÖHM: La desaparición forzada 

de personas como tipo penal autónomo. En: Desaparición Forzada de Personas – 

Análisis comparado e internacional, (Coordinador: KAI AMBOS), Obra citada, página 

250].  
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Compatible con lo expuesto es el artículo 17° de la Declaración de Naciones Unidas 

sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, que 

preceptúa: “Todo acto de desaparición forzada será considerado delito permanente 

mientras sus autores continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona 

desaparecida y mientras no se hayan esclarecido los hechos”. De la misma manera, el 

artículo III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 

estipula que: “...Dicho delito será considerado como continuado [sic] o permanente 

mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima”. 

La situación antijurídica duradera puede cesar debido a diversos factores, tales como la 

propia voluntad del agente –cuando se decida a informar sobre el paradero de la 

víctima-, la intervención de cursos salvadores –descubrimiento del paradero de la 

víctima y de su situación por terceras personas o por decisión judicial que resuelve 

dicha situación de incertidumbre; la víctima recupera la libertad y por tanto “aparece”-, 

o la cesación del deber de informar del agente involucrado, de uno u otro modo, en la 

privación de libertad –extraordinariamente cuando éste devenga en incapaz absoluto- 

[YVAN MONTOYA VIVANCO, Obra citada, página 25]. 

Por lo demás, el carácter permanente que implica la desaparición forzada origina, 

conforme a las SSCIDH Velásquez Rodríguez (párrafo 181), Godínez Cruz (párrafo 

186), y Aloeboetoe y otros (párrafo 109)–, que la obligación de los poderes públicos de 

investigar lo sucedido subsista mientras dure la incertidumbre sobre la suerte final de la 

persona desaparecida [REMOTTI CARBONELL, JOSÉ CARLOS: La Corte Interamericana de 

Derecho Humanos, Editorial IDEMSA, Lima, 2004, página 344]. La CIDH entiende, 

por lo demás, que la exigencia de que los Estados investiguen la suerte de las personas 

desaparecidas, las circunstancias y la identificación de los responsables, viene a 

configurar un nuevo derecho de carácter jurisprudencial. 

 

§ 3. Ley penal y variación del estatuto jurídico del funcionario público. 

15°. Como el delito de desaparición forzada es de ejecución permanente presenta 

singularidades en relación a la aplicación de la ley penal en el tiempo. Su punto de 

inicio no es la privación de libertad sino el momento en que empieza a incumplirse el 

mandato de información.  

A. Si la permanencia cesó con anterioridad a la entrada en vigor de la ley que 

introdujo la figura penal analizada, desde luego no será posible imputar a los 

funcionarios o servidores públicos la comisión del delito de desaparición 

forzada. En este supuesto sólo será del caso, si se cumplen sus elementos típicos, 

la comisión del delito de secuestro. 

B. Si entra en vigor la ley que consagró el delito desaparición forzada de personas y 

se mantiene la conducta delictiva –de riesgo prohibido para el bien jurídico- por 

parte del agente estatal, la nueva ley resulta aplicable; no hay ninguna razón para 

no imputar la comisión del delito a partir de la vigencia de la nueva valoración 

socionormativa que expresó el tipo legal incorporado al ordenamiento penal. 

Así, SCIDH Tiu Tojin, párrafo 87. En igual sentido, debe entenderse la STC 

Villegas Namuche número 2488-2002-HC/TC, párrafo 26, del 18 de marzo de 

2004, cuando precisa “…en los delitos permanentes, pueden surgir nuevas 

normas penales, que serán aplicables a quienes en ese momento ejecuten el 

delito, sin que ello signifique aplicación retroactiva de la ley penal”. 
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C. No obstante que subsista el estado de desaparición de la víctima al momento de 

entrar en vigor la ley que tipificó el delito de desaparición forzada de personas, 

como se está ante un delito especial propio –sólo puede ser cometido por 

funcionarios o servidores públicos- es indispensable que tal condición 

funcionarial esté presente cuando entra en vigor la ley penal. En consecuencia, si 

el agente en ese momento ya no integra la institución estatal y la injerencia se 

basa en primer término en el estatus de agente público, no es posible atribuirle 

responsabilidad en la desaparición cuando la ley penal entra en vigor con 

posterioridad al alejamiento del sujeto del servicio público. 

D. Si una vez que entró en vigor la ley que tipifica el delito de desaparición forzada 

de personas, el agente es transferido de puesto u ocupa un cargo público distinto 

al que se desempeñaba cuando se incumplió el mandato de información, no es 

posible sostener que para él cesó el estado de permanencia del delito –ésta tiene 

otras formas de consolidarse, como se ha señalado en el párrafo anterior-. 

Siendo funcionario o servidor público y estando obligado a informar sobre lo 

ocurrido con el afectado en virtud de su injerencia previa, es obvio que su 

cambio de destino o de actividad no es relevante. 

 

16°. Cabe puntualizar que la desaparición forzada de personas sólo puede ser atribuida 

por hechos, que consisten en la negativa de proporcionar información sobre la suerte de 

una persona a quien se privó de su libertad, siempre bajo la perspectiva de su ejecución 

permanente, ocurridos con posterioridad a la entrada en vigor de Código Penal de 1991 

que consagró tal conducta como delito y señaló la pena correspondiente. Así lo manda 

la Constitución y el Código Penal –artículos 103° y 6°, respectivamente-; legislación 

que se encuentra acorde con los artículos II de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, 15°.2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 9° de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Parte Tercera del Estatuto de 

Roma [CLAUDIA LÓPEZ DÍAZ: Colombia: El delito de desaparición forzada. En: 

Desaparición Forzada de Personas – Análisis comparado e internacional, (Coordinador: 

KAI AMBOS), Obra citada, páginas 94-95]. Esta posición es coincidente con la 

observada por la Corte Constitucional Colombiana, Sentencia C-368, del 29 de marzo 

de 2000. 

 

III. DECISIÓN 

 

17°.  En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, con una votación 

de diez Jueces Supremos por el presente texto y cinco en contra, y de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial; 

 

ACORDARON: 

 

18°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 

jurídicos 6° al 16°. 
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19°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 

mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 

perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 

aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116° 

del citado estatuto orgánico. 

 

20°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 

saber. 

 

Ss. 

 

GONZALES CAMPOS 

 

SAN MARTÍN CASTRO 

 

LECAROS CORNEJO 

 

PRADO SALDARRIAGA 

 

RODRÍGUEZ TINEO 

 

VALDEZ ROCA 

 

BARRIENTOS PEÑA 

 

BIAGGI GÓMEZ 

 

MOLINA ORDOÑEZ 

 

BARRIOS ALVARADO 

 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

 

BARANDIARÁN DEMPWOLF 

 

NEYRA FLORES 

 

CALDERÓN CASTILLO 

 

ZEVALLOS SOTO 
 

 


